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La Directiva sobre derechos de autor se opone a que la compensación equitativa 
destinada a los autores por la copia privada de sus obras esté sometida a un 

sistema de financiación presupuestaria como el establecido en España 

En efecto, dicho sistema no garantiza que el coste de la compensación equitativa sólo sea 
sufragado, en último término, por los usuarios de copias privadas 

Una Directiva de la Unión 1 ha instaurado desde 2001 un marco jurídico armonizado de los 
derechos de autor y los derechos afines a los derechos de autor basado en un elevado nivel de 
protección de los titulares de los derechos. A tal fin, los Estados miembros establecerán, entre 
otros, el derecho exclusivo de los autores a autorizar o prohibir la reproducción de sus obras. No 
obstante, los Estados pueden introducir excepciones a este derecho exclusivo de reproducción, en 
particular, en el caso de las reproducciones efectuadas por personas físicas para uso privado y sin 
fines comerciales («excepción de copia privada»). En este caso, los titulares de los derechos 
deben recibir una compensación equitativa. 

Desde 2012, la compensación equitativa por copia privada en España se sufraga con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado. 2 En virtud de este sistema, el importe de esta compensación 
se determina anualmente, dentro de los límites presupuestarios establecidos para cada ejercicio. 

En febrero de 2013, varias entidades de gestión colectiva de derechos de autor, facultadas para 
percibir la compensación equitativa, solicitaron al Tribunal Supremo que anulara la citada 
normativa española. 

En este contexto, el Tribunal Supremo pregunta al Tribunal de Justicia si la Directiva se opone a 
un sistema de compensación equitativa por copia privada sufragado con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado, cuando dicho sistema no permite asegurar, como ocurre en España, que el 
coste de dicha compensación equitativa sea soportado, en último término, por los usuarios de 
copias privadas. 

Mediante su sentencia dictada hoy, el Tribunal de Justicia declara que la Directiva se opone a 
este sistema, en la medida en que no asegura que el coste de la compensación equitativa 
sea soportado, en último término, por los usuarios de copias privadas. 

Aunque el sistema de financiación de la compensación equitativa más comúnmente elegido sea 
actualmente el del canon, el Tribunal de Justicia subraya que la Directiva no se opone, en 
principio, a que los Estados miembros que han decidido introducir la excepción de copia 
privada opten por financiarla con cargo a sus Presupuestos Generales (una solución que 
también ha sido adoptada en Estonia, Finlandia y Noruega). En efecto, siempre que ese sistema 
alternativo garantice el pago de una compensación equitativa a favor de los titulares de los 
derechos, por un lado, y que sus modalidades garanticen su percepción efectiva, por otro, debe 
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considerarse, en principio, compatible con el objetivo de garantizar un elevado nivel de protección 
de la propiedad intelectual. 

Sin embargo, el Tribunal de Justicia observa que la excepción de copia privada se ha 
concebido en beneficio exclusivo de las personas físicas, que efectúan o tienen la capacidad 
de efectuar reproducciones de obras o de otras prestaciones protegidas para un uso privado sin 
fines comerciales. Estas personas son quienes causan un perjuicio a los titulares de los derechos 
y quienes, en principio, están obligadas a financiar, como contrapartida, la compensación 
equitativa que se les adeuda. Por su parte, las personas jurídicas están excluidas del derecho 
a acogerse a esta excepción. 

En este marco, aunque los Estados miembros pueden, ciertamente, instaurar un sistema en virtud 
del cual, en determinadas circunstancias y por razones prácticas, las personas jurídicas estén 
obligadas a financiar la compensación equitativa, estas personas jurídicas no pueden, en 
ningún caso, ser en último término deudoras efectivas del mencionado gravamen. Este 
requisito se aplica en todos los casos en los que un Estado miembro introduce la 
excepción de copia privada, con independencia de si éste establece un sistema de 
compensación equitativa sufragada mediante un canon o con cargo a sus Presupuestos 
Generales. 

En el caso de autos, el Tribunal Supremo indica en su auto de remisión que el sistema de 
financiación de la compensación equitativa con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado no puede garantizar que el coste de dicha compensación sólo sea sufragado, en 
último término, por los usuarios de copias privadas. En efecto, a falta de afectación de 
ingresos concretos —como los procedentes de un tributo específico— a gastos determinados, ha 
de considerarse que la partida presupuestaria destinada al pago de la compensación 
equitativa se alimenta de la totalidad de los recursos con los que cuentan los Presupuestos 
Generales del Estado, y, por tanto, de todos los contribuyentes, incluidas las personas 
jurídicas. Por otro lado, no se ha demostrado que en España exista mecanismo alguno que 
permita a las personas jurídicas solicitar la exención de la obligación de contribuir a financiar esta 
compensación, o, al menos, solicitar la devolución de esta contribución. 

 

NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un 
litigio del que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho 
de la Unión o sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y 
es el tribunal nacional quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. 
Dicha decisión vincula igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. 
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